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N SESIÓN de dieciocho de abril de dos mil siete, la Primera Sala 
resolvió este Amparo Directo en Revisión donde se hacen conside-
raciones relacionadas con la jerarquía de tratados internacionales 

en el orden jurídico mexicano. Estas consideraciones siguen el precedente 
establecido por el Tribunal Pleno al resolver el Amparo en Revisión 
120/2002, que dio origen a las recientes tesis aisladas en materia de jerar-
quía de tratados internacionales.1 Sin embargo, en los asuntos que resol-
vió el Pleno, de donde surgieron estas tesis, no se hace referencia alguna a 
instrumentos internacionales en materia de derechos fundamentales. Los 
instrumentos que se analizaban en este asunto eran relativos a la materia 
comercial y el precedente mismo hace la salvedad acerca de los instru-
mentos primeramente mencionados.2 

De este modo, me parece que los precedentes utilizados en la resolu-
ción de la Sala no son directamente aplicables para resolver la litis plan-
teada en el asunto al que se refiere este voto, sino que requieren de consi-
deraciones específicas por referirse a la Convención de las Naciones Uni-
                                            
* El presente documento derivó del voto concurrente que formula el ministro José Ra-
món Cossío Díaz en relación con el amparo directo en revisión 908/2006. 
** Se agradece el apoyo del los licenciados Raúl Mejía  Garza y Karlos Castilla Juárez. 
1 Tesis aislada VIII/2007, SUPREMACÍA CONSTITUCIONAL Y LEY SUPREMA DE 
LA UNIÓN. INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 133 CONSTITUCIONAL; 
IX/2007, TRATADOS INTERNACIONALES. SON PARTE INTEGRANTE DE LA 
LEY SUPREMA DE LA UNIÓN Y SE UBICAN JERÁRQUICAMENTE POR ENCI-
MA DE LAS LEYES GENERALES, FEDERALES Y LOCALES. INTEREPRE-
TACIÓN DEL ARTÍCULO 133 CONSTITUCIONAL. 
2  El texto de la resolución del A.R. 120/2002 dice: “En las condiciones relatadas, es 
posible concluir que, en términos del artículo 133 constitucional, los tratados internacio-
nales, al ser parte de la Ley Suprema de toda la Unión, se ubican jerárquicamente por 
encima de las leyes federales y, por otra parte, atendiendo a las consideraciones de dere-
cho internacional que serán desarrolladas a continuación, también por encima de las 
leyes generales; en el entendido de que esta Suprema Corte no se ha pronunciado respec-
to a la jerarquía de aquellos tratados internacionales cuyo contenido esté referido a dere-
chos humanos, caso en el cual, pudiera aceptarse que la jerarquía de éstos corresponda a 
la de la Constitución Federal misma, al concebirse dichos instrumentos internacionales 
como una extensión de lo previsto por ésta”.  
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das sobre los Derechos del Niño. En este sentido, considero que los ins-
trumentos internacionales en materia de derechos fundamentales suscritos 
por el Estado mexicano no deben ser equiparados a los instrumentos in-
ternacionales incorporados a derecho interno en otras materias, y en este 
voto desarrollo las razones que me llevan  a esa conclusión.  Debo aclarar que 
lo anterior es complementario a mi falta de coincidencia con las consideracio-
nes hechas en los precedentes del Pleno acerca de la jerarquía de los tratados 
en materias distintas a los derechos fundamentales, cuyas razones expresé 
en el voto particular formulado en el Amparo en Revisión 120/2002.3 
 
 

I 
 
Los tratados e instrumentos en materia de derechos humanos tienen una 
naturaleza jurídica distinta a aquellos que se refieren a la materia comer-
cial, doble tributación o, en general, a otras materias. Esto es así, ya que si 
bien los instrumentos internacionales generan, por regla, obligaciones 
para el Estado en relación con los demás estados de la comunidad inter-
nacional –dependiendo de la naturaleza bilateral o multilateral del instru-
mento–, los instrumentos de derechos fundamentales se encuentran orien-
tados, más que a establecer un equilibrio de intereses entre Estados, a 
garantizar derechos y libertades del ser humano.  

Los tratados modernos sobre derechos fundamentales no son tratados 
multilaterales de tipo tradicional, concluidos en función de un intercam-
bio recíproco de derechos, para el beneficio mutuo de los estados contra-
tantes. Su objeto y fin son la protección de los derechos fundamentales de 
los seres humanos, independientemente de su nacionalidad, tanto frente a 
su propio Estado como frente a los otros estados contratantes. De este 
modo, al aprobar los tratados sobre derechos humanos, los estados se so-
meten a un orden legal dentro del cual asumen varias obligaciones, no en 
relación con otros estados sino hacia los individuos bajo su imperio.  

Ese carácter distinto de los tratados de derechos humanos ha sido sos-
tenido por la Corte Interamericana de Derechos Humanos desde sus pri-
meras opiniones consultivas: “Otros Tratados” Objeto de la Función 
Consultiva de la Corte (artículo 64 Convención Americana sobre Dere-
chos Humanos), Opinión Consultiva OC-1/82 del veinticuatro de sep-
tiembre de mil novecientos ochenta y dos; El Efecto de las Reservas so-
bre la Entrada en Vigencia de la Convención Americana sobre Derechos 
                                            
3 En donde sostuve que es equívoco considerar a los tratados internacionales por encima 
de las leyes federales y locales en un pretendido “orden nacional”.  
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Humanos, Opinión Consultiva OC-2/82 del veinticuatro de septiembre de 
mil novecientos ochenta y dos; así como en diversos casos contenciosos: 
Caso del Tribunal Constitucional vs. Perú, Competencia, Sentencia de 
veinticuatro de septiembre de mil novecientos noventa y nueve; Caso de 
los “Niños de la Calle” (Villagrán Morales y otros) vs. Guatemala, Sen-
tencia de diecinueve de noviembre de mil novecientos noventa y nueve; 
Caso de la Masacre de Mapiripán vs. Colombia, Sentencia de quince de 
septiembre de dos mil cinco. 

Asimismo, el carácter especial de estos tratados ha sido reconocido por 
la Comisión Europea de Derechos Humanos cuando declaró que las obli-
gaciones asumidas por las Altas Partes Contratantes en la Convención [Eu-
ropea] son esencialmente de carácter objetivo, diseñadas para proteger los 
derechos fundamentales de los seres humanos de violaciones de parte de las 
Altas Partes Contratantes en vez de crear derechos subjetivos y recíprocos 
entre las Altas Partes Contratantes (Caso Austria vs. Italia, No. 788/604). 

Ideas similares acerca de la naturaleza de los tratados humanitarios 
modernos han sido sustentadas por la Corte Internacional de Justicia en su 
Opinión Consultiva Reservas a la Convención sobre la Prevención y San-
ción del Delito de Genocidio;5 también están contenidas en la propia 
Convención de Viena, particularmente en el artículo 60.5.6 

 
 

II 
 
Además de la distinta relación entre los obligados por la firma, ratificación 
o adhesión de un tratado de derechos humanos y los beneficiarios finales 
del mismo, el contenido de estos tratados es compatible con la parte dog-
mática de toda Constitución moderna, al establecer derechos y libertades 
individuales o colectivos que no hacen más que reafirmar o incluso ampliar 
los derechos y garantías que tienen los ciudadanos dentro del Estado. 

En el continente americano, la compatibilidad del contenido de diver-
sos tratados de derechos humanos con la parte dogmática de la Constitu-
ción se refleja de manera formal en algunos casos, otorgándoles a esos 

                                            
4 Cfr., Austria vs. Italy, Application No. 788/60, European Yearbook of Human Rights, 
1961, vol. 4, p. 140. 
5 Cfr., Advisory Opinion on Reservations to the Convention on the Prevention and Pu-
nishment of the Crime of Genocide,1951 International Court of Justice. 15. 
6 Véase en general E. Schwelb, “The Law of Treaties and Human Rights”, 16 Archiv des 
Volkerrechts (1973), pág. 1, reproducido en Toward World Order and Human Dignity 
(W.M. Reisman & B. Weston, eds. 1976, p. 262.  
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instrumentos la misma jerarquía que la norma suprema, o la posibilidad 
de modificación directa de los contenidos constitucionales, tales son los 
casos de la Constitución de Colombia (artículo 93), la Constitución de 
Guatemala (artículo 46), la Constitución de Venezuela (artículo 23), la 
Constitución de la República de Argentina (artículo 75 inciso 22), o        
la Constitución de Nicaragua (artículo 46). 

En el caso de México, dicha compatibilidad deriva en principio de la im-
portancia que los derechos fundamentales tienen en la Constitución mexica-
na como se refleja en el propio texto constitucional (artículo 1º, primer párra-
fo, y 15, última parte), así como de la intención que se buscó por el Constitu-
yente de mil novecientos diecisiete para que los habitantes de la República 
contaran con la protección de lo que ellos denominaban “derechos naturales 
del hombre”. Esto, si bien no les otorga a los instrumentos en cuestión una 
jerarquía distinta por la materia a la que se refieren, claramente modifica la 
orientación mediante la que nos acercamos a su interpretación de las rela-
ciones materiales con las demás normas del orden jurídico nacional. 

Así, resulta ilustrativo el Diario de Debates del Constituyente de mil 
novecientos diecisiete, en la 8ª sesión ordinaria, celebrada el once de di-
ciembre de mil novecientos dieciséis, en la que fue aprobado el artículo 1º 
de la Constitución, se señaló que éste contiene dos principios capitales 
cuya enunciación debe justamente preceder a la enumeración de los dere-
chos que el pueblo reconoce como naturales del hombre, y por eso enco-
mienda al poder público que los proteja de una manera especial, como 
que son la base de las instituciones sociales. El primero de esos princi-
pios, es que la autoridad debe garantizar el goce de los derechos naturales 
a todos los habitantes de la República. El segundo, es que no se debe res-
tringir ni modificar la protección concedida a esos derechos, sino con 
arreglo a la misma Constitución. 

De lo ahí señalado por los diputados constituyentes se advierte que: 1) 
se reconoció la importancia de los derechos fundamentales; 2) se enco-
mendó al poder público la protección de estos de manera especial, es de-
cir, distinta a la del resto del texto constitucional; 3) el goce de los dere-
chos fundamentales no era sólo para los ciudadanos, sino para los habi-
tantes de la República, lo cual es enteramente compatible con lo que esta-
blecen los modernos tratados de derechos humanos; y 4) no se debía de 
restringir la protección a esos derechos fundamentales ni modificar su 
protección –especial–, dejando y autorizando por tanto la posibilidad de 
su ampliación en cuanto a contenido como a protección siempre y cuando 
se haga con arreglo a lo establecido en la propia Constitución (artículos 
15; 76, fracción I; 89, fracción X, y 133). 
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Estimo que aun cuando no se considerara compatible la Constitución 
con los tratados de derechos humanos, ni se considerara que éstos por su 
objeto y fin se encuentran en el mismo nivel a efectos de interpretación y 
aplicación, es indudable que, por tratarse de derechos fundamentales del 
individuo, deben tener una interpretación que asegure que éstos serán 
garantizados y respetados en el territorio del Estado. 

Al ser los tratados de derechos fundamentales, como ya lo señalábamos, 
instrumentos jurídicos que buscan garantizar el goce de derechos y liberta-
des del ser humano, difícilmente podrían oponerse a la intención que plas-
mó el Constituyente y al texto mismo de la Constitución, aún en aquellos 
casos que la Norma Suprema establece restricciones específicas que pudie-
ran considerarse insuperables, pues en estos casos, tomando en cuenta los 
derechos que protegen, esas restricciones deben ser interpretadas de manera 
progresiva con los tiempos y las condiciones de vida actuales. 

La interpretación progresiva de los derechos fundamentales y elimina-
ción de sus restricciones no es contraria a la Constitución; como ejemplo 
podemos mencionar que el propio Congreso Constituyente, al aprobar el 
dictamen del artículo 22, en su 39ª sesión ordinaria, celebrada el doce de 
enero de mil novecientos diecisiete al establecer la pena de muerte, señaló 
que ésta desaparecería con el progreso de la razón, la dulcificación de las 
costumbres y el desarrollo de la reforma penitenciaria. De este modo, 
como es de conocimiento general, en el año de dos mil cinco después de 
no ser aplicada varios años, la pena de muerte fue eliminada del texto 
constitucional y con ello, fueron retiradas las reservas que sobre ese tema 
había hecho el Estado mexicano en todos los tratados de derechos humanos 
a los que se había adherido o había ratificado y que prohibían esa práctica. 

Por todo lo anterior, en el caso de existir una genuina antinomia entre 
normas en materia de derechos fundamentales, debe operar el principio 
pro homine, que se refiere a la prevalencia de una norma sobre otra por su 
mayor protección de los derechos fundamentales, independientemente de 
su ubicación en el entramado jurídico. 

Este criterio interpretativo impone acudir a la norma más amplia, o 
bien, a la interpretación más restringida, según sea el caso, cuando se trate 
de establecer protecciones o restricciones a los derechos fundamentales.  

Por ello, se trata de un principio que coincide con uno de los rasgos 
esenciales de los derechos fundamentales: su aplicación más favorable a 
la persona humana.7 
                                            
7 Este tribunal constitucional ha adoptado el principio de protección a la persona, lo que 
es evidente en las decisiones de Temixco (CC. 31/07); así como en las consideraciones 
de las Acciones de Inconstitucionalidad 33/2005 y 10/2009.  
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De esta manera, el principio pro homine obliga a que una norma que 
protege derechos humanos con mayor amplitud, prevalezca sobre una 
norma con disposiciones más restrictivas; que las normas de un tratado, 
en la medida en que su contenido enriquezca las disposiciones de una 
norma constitucional que contenga derechos fundamentales, deban preva-
lecer en el orden jurídico interno, o viceversa, es decir, que si en una ley 
determinado derecho fundamental está consagrado con un alcance mayor 
que el establecido por las normas internacionales, será aquélla la que pre-
valecerá.  

Este principio, finalmente, permite establecer que, ante eventuales in-
terpretaciones distintas de una misma norma, se debe optar por aquella 
que conduzca a una mejor protección de los derechos fundamentales, des-
cartando así las que restrinjan o limiten su ejercicio. 

 
 

III 
 
Es claro que la diferencia interpretativa que se genera por la aplicación 
del principio pro homine en relación con las demás normas del ordena-
miento, podría carecer de sentido si los tratados son superiores a las leyes 
federales y locales o aun a las “generales” en términos de lo establecido 
por la resolución del Amparo en Revisión 120/2002. Asimismo carece de 
sentido la insinuación de la resolución mencionada de que los tratados de 
derechos humanos podrían ser considerados como una “extensión” de la 
Constitución misma si, como lo es para la mayoría, los tratados en general 
son superiores a todas las demás leyes ordinarias del ordenamiento jurídico.8 

Sin embargo, esta consideración cobra sentido si entendemos la rela-
ción de los tratados con las leyes como normas de la misma jerarquía. 
Mientras que en la aplicación de tratados en general la disyuntiva se redu-
ciría a un problema de ámbitos de aplicabilidad y de aplicación del prin-
cipio de lex posterior derogat priori; en el caso de los instrumentos de 
derechos humanos la norma que resultaría aplicable sería la más favorable 
al individuo, desplazando a la otra –interna o internacional– dependiendo 
del caso. Esto implica el examen del contenido de las normas en conflicto 

                                            
8 La única posible diferencia es la posible consideración acerca de que los tratados de 
derechos humanos pudieran ser un parámetro directo de constitucionalidad de las normas 
con las que entraran en contradicción. Aun cuando el resultado tendría que ser el mismo 
que el de los tratados en otras materias, existirían diferencias procesales importantes ya 
que se convertirían en competencia originaria de la Suprema Corte de Justicia al ser un 
problema de constitucionalidad.  
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para la determinación de cuál de ellas es la que resulta aplicable; recor-
demos que los instrumentos internacionales relacionados con los derechos 
fundamentales establecen un “piso” mínimo de protección, pero eso en 
ningún momento es obstáculo para que las normas internas establezcan 
una protección más amplia9.  

Así, la decisión de establecer una relación de jerarquía entre normas de 
derecho interno e instrumentos internacionales ratificados por el Estado 
mexicano, en lugar  de establecer una relación de ámbitos de aplicabilidad 
y prevalencia en la aplicación de normas más beneficiosas al individuo en 
el caso de derechos fundamentales, socava los incentivos del Estado y, 
más importante, de sus partes integrantes, para desarrollar de modo pro-
gresivo el ámbito de protección interno más allá de lo establecido interna-
cionalmente, lo cual pareciera contraproducente y aun contradictorio con 
el espíritu progresivo del cuerpo normativo internacional relacionado con 
la protección de la persona. 

De cualquier modo, es claro que el precedente del Tribunal Pleno no es 
aplicable de manera directa al asunto particular que nos ocupa  y me pare-
ce que debieron haberse desarrollado las consideraciones conducentes. 
Así, las razones que expreso en este voto son complementarias de mi po-
sición externada en el voto particular emitido en el Amparo en Revisión 
120/2002, y establecen la consistencia de dicha posición en relación con 
el tema específico. 
 
 
 

                                            
9 Esto es debido a su naturaleza de instrumentos consensuales entre varios estados. 




